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V.

la inscripción principal de la sociedad y que habrá sido dado a conocer al formular
la primera consulta al registro central de cada país.

Por supuesto, el progreso de la digitalización y de las conexiones telemáticas
está teniendo una incidencia fundamental en los cauces a través de los cuales
se difunde la información legalmente relevante. Así ocurre que en España los
registros mercantiles están informatizados y el Boletín Oficial del Registro
Mercantil ya sólo se hace público por medios informáticos, y eso mismo ocurre
con el Boletín Oficial del Estado o en la Unión Europea con el Diario Oficial de
la Unión Europea que sólo se publica en versión digital.

En el uso rápidamente progresivo de la informática y las redes telemáticas
influye no sólo la rapidez y facilidad con que se producen las conexiones a efectos
de obtener información, sino además porque la utilización de medios digitales y
telemáticos es muchísimo más barata que la utilización de los medios más tra-
dicionales de publicación en papel.

LA TRANSPARENCIA Y EL REGISTRO MERCANTIL

Dentro de este panorama del régimen a que da lugar la realización del prin-
cipio de transparencia ocupa en nuestro país un lugar destacado el sistema del
Registro Mercantil, que es el registro a través del cual se da información pública
en relación con los comerciantes individuales y sobre todo de las sociedades
mercantiles y otros operadores de mercado a los que se impone legalmente la
obligación de inscribirse y facilitar información sobre sus actos más importantes.

Existen Registros Mercantiles en todas las capitales de provincias y además
en Ceuta y Melilla y otras ciudades especialmente mencionadas en el Regla-
mento del Registro Mercantil. Y estos registros territoriales se vinculan con un
Registro Mercantil Central. De manera que cuando se inscriben actos en los
registros territoriales se transmite la mención del documento inscrito al Regis-
tro Mercantil Central para que lo publique en el BORME, actualmente infor-
matizado. De esa manera, acudiendo al Registro Mercantil Central es posible
determinar en qué registro territorial está inscrito el sujeto cuya información
se desea, y es acudiendo a ese registro donde se puede conseguir la información
concreta que se pretende.

En los Registros Mercantiles es voluntaria la inscripción de los empresarios
individuales —con la excepción del naviero—, lo cual hace que en la realidad
sea rarísimo que se inscriban los empresarios individuales. Ello hace que la
información fundamental que se ofrece se refiera a las sociedades mercantiles.
Estas están obligadas a inscribirse y la sanción si no lo hacen será, en lo refe-
rente a la constitución de la sociedad y régimen de la misma, que la sociedad se
regirá, como sociedad irregular, por las normas relativas a las sociedades colec-
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VI.

tivas; régimen éste muy desfavorable para los socios, que responden solidaria-
mente de las deudas sociales.

La importancia de la inscripción de las sociedades puede comprenderse
fácilmente. En efecto, el empresario individual tiene una entidad física propia,
esté o no esté inscrito en el Registro Mercantil; pero una sociedad es un ente
abstracto cuyas características y elementos fundamentales solo pueden cono-
cerse si son descritos en un documento o en una inscripción registral. De ahí
que la inscripción en un registro sea absolutamente básica para saber cuáles son
los datos fundamentales de las sociedades que actúan en el tráfico.

En el Registro Mercantil se inscriben solamente los actos y las entidades
cuya inscripción está impuesta legalmente y la regla general consiste en que
sólo pueden acceder a la inscripción los actos que figuran en documento público,
salvo en casos excepcionales expresamente previstos en la ley. Este factor, el
documento público como documento normalmente inscribible, significa ya un
primer control de legalidad, puesto que ese control habrá sido realizado por el
notario o la autoridad pública que haya expedido el documento. Presentado el
documento en el registro, debe hacerse un asiento de presentación, que es
importante para aplicar el principio de prioridad que rige en el registro. Es decir,
que tiene preferencia para su inscripción, cuando hay varios documentos incom-
patibles, el documento que primero haya sido presentado en el registro. En
ocasiones se presentan documentos para conseguir anotaciones preventivas,
esto es, anotaciones provisionales que impidan la inscripción con posterioridad
a las mismas de determinados documentos, de tal manera que al existir la ano-
tación preventiva el tercer interesado pueda saber a través de ella que se está
pendiente de alguna actuación y resolución en un sentido determinado. Es decir,
que la anotación preventiva cumple la función de impedir que los terceros igno-
ren el riesgo que existe de una inscripción que todavía no se ha producido, pero
que puede producirse.

Otro principio importante también desde el punto de vista registral es el de
tracto sucesivo, según el cual, solo pueden inscribirse documentos que sean
coherentes con las inscripciones ya existentes en el registro. Entre las sucesi-
vas inscripciones debe haber una coherencia y continuidad en cuanto a su con-
tenido.

LA CALIFICACIÓN DEL REGISTRADOR MERCANTIL

Lo que es fundamental en el Registro Mercantil es la calificación que debe
hacer el registrador sobre la legalidad del documento que se inscribe, de manera
que el registrador debe examinar el documento presentado y puede inscribirlo
si es totalmente correcto, o denegar la inscripción total o parcialmente. Preci-
samente porque existe la calificación del registrador y la posibilidad de denegar
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la inscripción es por lo que se presume que el acto inscrito es exacto y válido,
mientras no se declare su invalidez por una resolución judicial.

Para conseguir la inscripción rápidamente se modificó la Ley Hipotecaria
(art. 19 bis) y se promulgó el Real Decreto 1039/2003; y en virtud de estas
normas la calificación debe hacerse en el plazo de 15 días y si no se realiza en
ese plazo o la calificación consiste en denegar la inscripción, entonces el inte-
resado puede acudir a un registrador sustituto para que ratifique o modifique la
calificación previamente realizada por el primer registrador.

Si la calificación es negativa a la inscripción, entonces cabe que el interesado
presente un recurso administrativo ante la Dirección General de Seguridad
Jurídica y Fe Pública (antiguamente denominada Dirección General de los
Registros y del Notariado). Son por ello importantes las resoluciones de esa
Dirección General que establecen de hecho una doctrina que tienen que tener
en cuenta los registradores. Bien es cierto, que como consecuencia de las modi-
ficaciones más recientes en esa materia el interesado puede acudir a los Juzga-
dos de lo Mercantil a efectos de tener una resolución definitiva; ello hace que,
junto a la doctrina tradicional establecida por la Dirección General, surja ya una
doctrina vinculada a las sentencias de los Juzgados de lo mercantil.

Debe tenerse en cuenta la Sentencia del Pleno de la Sala de lo Civil del
Tribunal Supremo de 14 de enero de 2015, que establece que «la demanda contra
la calificación del registrador o de la registradora formulada en juicio verbal directo
se deberá dirigir contra el registrador o la registradora responsable de dicha cali-
ficación» (es decir, no contra la DGSJyFP), aceptándose de esta forma la tesis
de que cuando el particular interpone recurso directo contra la nota calificadora,
no puede intervenir la DGSJyFP en la relación jurídico procesal al haber actuado
el registrador con independencia en su función, pues este no puede pedir ins-
trucciones a la DGSJyFP. Se hace ver de esta forma que la Ley Hipotecaria
diferencia la impugnación judicial directa contra la calificación del registrador y
la impugnación potestativa ante la DGSJyFP, cuya resolución también es recu-
rrible en vía judicial.

Toda esta cuestión de la calificación a efectos de inscripción en el Registro
plantea serios problemas, por cuanto en ocasiones se aplican criterios excesi-
vamente estrictos a la hora de determinar la legalidad de un documento. Ese
celo tan minucioso en la exigencia de la legalidad tiene efectos negativos. Por
una parte, porque, así ha ocurrido en la práctica, hay sociedades que han cam-
biado su domicilio huyendo de un Registro Mercantil excesivamente exigente
en su labor de calificación y, lo que es más grave, cuando la calificación es dema-
siado rigurosa por entrar en cuestiones de discutible solución legal, existe la
tendencia perfectamente comprensible a ajustar los nuevos documentos cuya
inscripción se pretende a los modelos cuya legalidad ha sido ya contrastada rei-
teradamente en ese registro mercantil. Se produce así un efecto muy negativo
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VII.

VIII.

IX.

de la función registral que redunda en definitiva en un empobrecimiento de la
posibilidad de actuación de los sujetos sometidos a inscripción. Ocurre que por
miedo a que la calificación sea negativa se viene de hecho a renunciar a fórmulas
o soluciones innovadoras en determinadas actuaciones, con el empobrecimiento
que ello significa para el tráfico económico, por temor a la denegación de la
inscripción.

Sería deseable, por ello, que solo se denegase la inscripción cuando se apre-
ciara en el documento presentado una ilegalidad manifiesta.

Por supuesto, el registro es público y pueden obtenerse certificaciones o
copias simples de las inscripciones que figuran en él.

DEPÓSITO DE LAS CUENTAS ANUALES

Junto a las inscripciones debe tenerse en cuenta que también tiene lugar el
depósito en el Registro Mercantil de las cuentas anuales de las sociedades para
que estén disponibles para terceros (art. 279 LSC). Este depósito es fundamen-
tal, porque permite conocer la realidad económica de una sociedad. No se olvide
que la cifra de capital es una cifra de carácter formal que se mantiene en los
estatutos y que no da idea necesariamente de la situación económica de la
sociedad. Puesto que el patrimonio de ésta puede ser o muy inferior o muy
superior al capital estatutario. Bien es cierto, que las cuentas depositadas tienen
más garantías de reflejar la situación económica de la sociedad cuando se trate
de sociedades cuyas cuentas están sujetas al informe de auditores externos.

OTRAS FUNCIONES DEL REGISTRO MERCANTIL

El Registro Mercantil cumple además otras funciones tales como la legali-
zación de los libros de comercio impuesta en el Código de Comercio y el nom-
bramiento de expertos independientes o auditores en los casos en que la ley
permite su nombramiento a petición de parte. También es competente para
obligar a someter las cuentas anuales a auditoría y nombrar al auditor en los
casos en que se estime la solicitud de quien acredite un interés legítimo (art. 40
CCom en el texto establecido por la disposición final segunda de la LJV).

REGISTRO MERCANTIL CENTRAL

El Registro Mercantil Central cumple dos funciones fundamentales. A una
de ellas ya se ha hecho referencia; consiste en reunir los datos más importantes
de todas las sociedades inscritas en todos los Registros Mercantiles territoriales
y en permitir con una sola consulta conocer cuál es el Registro territorial en el
que está inscrita cada sociedad y donde por tanto se pueden consultar todos los
datos referentes a ella.
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Pero, además, el Registro Mercantil Central cumple otra función de gran
importancia como es la de asignar denominaciones sociales a las nuevas socie-
dades que se constituyen. En efecto, el Registro Mercantil Central tiene un
archivo con las denominaciones que corresponden a las sociedades en vigor y
cuando se va a constituir una nueva sociedad hay que pedir al Registro Mercantil
Central que extienda una certificación en la que se declare que no hay ninguna
denominación anterior que impida la adopción de la nueva denominación para la
sociedad que se constituye. Sin esa certificación negativa, que permite adoptar
una denominación que no se confunde con otra anterior, el notario no otorgará
la escritura con la denominación de que se trate.

Debe tenerse en cuenta que la denominación social puede ser concedida por
el Registro Mercantil Central y, sin embargo, plantear problemas desde el punto
de vista del riesgo de confusión con signos distintivos inscritos en el Registro
de la Propiedad Industrial (en la OEPM) o en la EUIPO. Ello significa que el
Registro de Denominaciones sociales y el registro de signos distintivos son
independientes, razón por la cual puede plantearse el problema que se ha seña-
lado anteriormente y al que se refiere la disposición adicional decimoséptima de
la Ley de Marcas de 2001. Por esa razón, cuando se concede por el Registro
Mercantil Central la certificación negativa, se hace constar a título puramente
informativo, que conviene consultar el registro de marcas y nombres comer-
ciales, porque puede ocurrir que la denominación social que se pretende adoptar
sea incompatible por el riesgo de confusión con una marca o nombre comercial
previamente inscrita por un titular distinto. Existe una extensa jurisprudencia
de supuestos en los que el Tribunal Supremo ha declarado incompatible una
denominación social con una marca o nombre comercial previamente inscritos.
Parece que ese riesgo de confusión es relevante cuando la denominación social
se utiliza en el mercado para relacionarse con la clientela de manera que es en
el mercado donde surge el riesgo de confusión. Esa situación no se produce
cuando la denominación social no se utiliza para relacionarse con la clientela
sino solamente para la firma de documentos en nombre de la sociedad. En ese
caso, no es posible que se produzca el riesgo de confusión en el mercado.

EL REGISTRO DE BIENES MUEBLES

También contribuye a la efectividad del principio de transparencia el Regis-
tro de Bienes Muebles creado por la disposición adicional única del RD
1828/1999, de 3 de diciembre, que aprueba el Reglamento del Registro de Con-
diciones Generales de la Contratación, en su disposición adicional única.

En efecto, la titularidad y los gravámenes de los bienes muebles puede ser
imposible de conocer por los terceros, lo que significa una falta de información
que, como tal, priva de la necesaria seguridad jurídica a quienes deseen contratar
sobre tales bienes.
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Por esa razón el Registro de bienes muebles, al permitir registrar las titu-
laridades y gravámenes y algunas de las operaciones importantes sobre bienes
muebles identificables, se facilita la contratación sobre esos bienes en el mer-
cado, por cuanto se completa así el principio de transparencia para que pueda
funcionar el mercado referido a los bienes inscritos.

AUDITORÍA DE CUENTAS

La auditoría de cuentas regulada por la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Audi-
toría de Cuentas, sirve también para completar la eficacia del principio de trans-
parencia que debe regir el mercado.

Ocurre, en efecto, que se regula la publicidad de las cuentas anuales en el
Registro mercantil, y la información que esa publicidad proporciona permite a
los terceros conocer la situación económica de la sociedad, conocimiento indis-
pensable si se quiere evaluar la solvencia de la sociedad que hace el depósito y
la capacidad financiera para hacer frente a determinadas operaciones.

Pero esas cuentas que se depositan pueden ofrecer una imagen distorsio-
nada de la situación económica de la sociedad, puesto que el contenido de las
cuentas es determinado por los órganos de la sociedad, los cuales pueden haber
cumplido en mayor o menor medida las normas vigentes en materia de conta-
bilidad.

Esto significa que la actuación de los auditores de cuentas, como expertos
independientes que verifican los documentos contables para comprobar si
expresan la imagen fiel del patrimonio, de la situación financiera y de los resul-
tados de la información financiera, es fundamental desde el punto de vista de la
transparencia del mercado, porque esa verificación de las cuentas hace fiables
para los terceros los documentos contables depositados. No se olvide que el
informe de los auditores debe depositarse junto a las cuentas auditadas.

Esta contribución de la auditoría de cuentas al principio de transparencia
es limitada porque no todas las sociedades están obligadas legalmente a some-
ter sus cuentas anuales a la auditoría externa; no tienen esa obligación las
sociedades que puedan presentar balance abreviado (art. 263 de la Ley de
Sociedades de Capital); a ellas se refiere el artículo 257 de la Ley de Sociedades
de Capital.

Aunque es evidente que la auditoría externa de las cuentas de las sociedades
hace que éstas sean más fiables, no parece posible imponer esa verificación a
las sociedades en general y ello por razones económicas, pues el costo de la
auditoría supone una carga económica que afecta negativamente a las pequeñas
y medianas empresas.
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El objetivo fundamental de la Ley 22/2015, de 20 de julio fue adaptar la
legislación interna española a los cambios incorporados por la Directiva 2014/56/
UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de abril de 2014.

Según establece la propia ley, por auditoría de cuentas se entiende la acti-
vidad consistente en la revisión y verificación de las cuentas anuales, así como
de otros estados financieros o documentos contables, siempre que dicha acti-
vidad tenga por objeto la emisión de un informe sobre la fiabilidad de esos docu-
mentos que pueda tener efectos frente a terceros (art. 1 LAC).

La LAC comprende las normas aplicables a la auditoría de las cuentas anua-
les y también a la auditoría de otros estados financieros o documentos contables
(art. 4 LAC). El auditor deberá emitir un informe en el que se exprese una
opinión técnica que puede ser favorable, con salvedades, desfavorable o dene-
gada. Cuando no existan salvedades la opinión es favorable (art. 5 LAC).

La actividad de auditoría de cuentas sólo pueden realizarla las personas físi-
cas o jurídicas que figuren inscritas en el Registro Oficial de Auditores de cuen-
tas del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas (art. 8 LAC).

Los auditores de cuentas deben ser independientes en el ejercicio de su
función de las entidades auditadas (art. 14 LAC). Y esas entidades están obli-
gadas a facilitar a los auditores toda la información que fuera necesaria para
realizar el trabajo de auditoría (art. 6 LAC).

La importancia de la auditoría de cuentas es evidente, puesto que consiste
en que expertos independientes con la formación técnica adecuada verifiquen
que los documentos contables objeto de auditoría reflejan la imagen fiel del
patrimonio de la entidad auditada cuando se trate de auditoría de las cuentas
anuales, o comprueben que lo expresado en los documentos contables someti-
dos a su verificación se corresponde con la realidad que resulta de la documen-
tación interna de la entidad.

EL SECRETO EMPRESARIAL

Hasta aquí se ha expuesto como el principio de transparencia es fundamental
para el mercado, por cuanto los operadores económicos y los consumidores para
adoptar sus decisiones deben tener la posibilidad de conocer datos importantes
de otros operadores.

Pero no cabe ignorar que el principio de transparencia tiene que estar some-
tido a ciertos límites, puesto que un factor fundamental en un mercado compe-
titivo son los datos y conocimientos que cada operador considera como secretos.
Esto significa de entrada que la exigencia de transparencia no puede ser ilimi-
tada. Así se demuestra puesto que ya el Código de Comercio declara explícita-
mente que la contabilidad de los empresarios es secreta (art. 32) y en la Ley
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1/2019, de 20 de febrero, de Secretos Empresariales se regula la protección de
estos secretos empresariales.

Así pues, el principio de transparencia debe regularse de forma que se man-
tenga un equilibrio indispensable entre la información que impone legalmente
y el ámbito de lo que debe considerarse como secreto de las empresas para su
actuación competitiva en el mercado.

TRANSPARENCIA DINÁMICA

A lo largo de la exposición que acaba de hacerse, se ha hecho referencia a la
que podríamos denominar «transparencia estática» del mercado, que está inte-
grada por disposiciones que nos permiten conocer informaciones relevantes de
los operadores económicos que actúan en el mercado y también de los bienes y
derechos que pueden ser objeto de negocios jurídicos.

Pero para que la transparencia del mercado se produzca hace falta que no
sólo se garantice la transparencia estática, sino que también deben concurrir
normas que aseguren la que puede denominarse «transparencia dinámica», es
decir, que debe evitarse que los operadores económicos al actuar en el mercado,
impidan la transparencia en relación con las ofertas que se realizan, por hacerlas
con engaño sobre las características de los bienes o derechos que se ofrecen o
dando lugar a la confusión entre las ofertas de distintos operadores. Así pues,
la transparencia dinámica viene impuesta por las disposiciones que regulan la
información precontractual y contractual obligatoria, que debe ofrecerse por los
empresarios a los consumidores. Así por ejemplo, en los arts. 60 y ss. de la Ley
de Defensa de los Consumidores y Usuarios (Real Decreto Legislativo 1/2007),
que establecen el deber de información previa al contrato de forma clara, com-
prensible y accesible, facilitándose «la información relevante, veraz y suficiente
sobre las características principales del contrato, en particular sobre sus condicio-
nes jurídicas y económicas»; entendiéndose la transparencia no solamente como
legibilidad, sino como comprensibilidad material de las cláusulas contractuales
por parte del consumidor (art. 80 LDGCU). Y del mismo modo en la Ley de
Ordenación del Comercio Minorista (Ley 7/1996), los arts. 20 y ss. establecen
el derecho de los consumidores a recibir información clara, comprensible y
veraz sobre los bienes y servicios ofertados.

Asimismo, la transparencia dinámica también se protege a través de la legis-
lación sobre competencia desleal (Ley 3/1991).

Así lo expresa la STS (Sala 1.ª), de 11 de febrero de 2011 (RJ 2011, 2349) al
declarar que:

«El artículo 7 de la Ley 3/1991 responde a la importancia que, para la trans-
parencia del mercado, tiene una información veraz sobre la naturaleza, modo de
fabricación o distribución, características... de los productos o ventajas ofrecidas,
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así como al peligro de que, con una información engañosa sobre esos datos, quede
falseada la libre competencia».

Y tampoco puede olvidarse que en las transacciones mercantiles en las que
se produce un tratamiento de datos personales, la normativa sobre su protección
exige que la información sobre el tratamiento de datos se dé de forma transpa-
rente, clara y accesible (art. 12 del RGPD).
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RAZÓN DE SER Y ORIGEN DEL PRINCIPIO DE PROTECCIÓN DE
LOS CONSUMIDORES

En la regulación jurídica del mercado, junto a los principios de libre compe-
tencia, de corrección en el tráfico económico y de transparencia, hay que incluir
un nuevo principio de aparición en la década de los años 1980’s que es el prin-
cipio de protección de los consumidores.

Ese principio resulta de la necesidad de que el consumidor sea protegido,
por cuanto se ha llegado a reconocer que existe una gran masa —la inmensa
mayoría— de personas que, al realizar las operaciones normales de la vida diaria,
referidas principalmente a la adquisición de bienes y servicios, no están en con-
diciones de conseguir por sí solas unas calidades y unos precios adecuados. El
prototipo del consumidor necesitado de protección es la persona que indivi-
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La obra incluye la introducción del Derecho mercantil, exponiendo la doctrina del empresario y la 
empresa, la regulación de la competencia y la Propiedad Industrial.

En esta 26ª edición se mantiene el planteamiento original de la obra, que está demostrado su 
valor, al poner de manifiesto cual es la razón de ser del Derecho mercantil y su vinculación con la 
evolución del tráfico económico privado.




